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•19932 Sala Primera. Sentencia 124/1995. de 18
de julio de 1995. Recurso de amparo
2.208/1994. Contra Resoluciones de la Mesa
del Parlamento de la Asamblea Regional de
Murcia declarando la inadmisión a trámite de
la proposición de Ley núm. 21. de reforma
de la Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régi­
men Local de la Región de Murcia. Vulnera­
ción del derecho a ejercer la función parla­
mentaria en condiciones de igualdad:tram(­
tación parlamentaria lesiva del derecho. .

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.208/94, promovido
por don José Luis Martínez Sánchez, en su condición
de Portavoz del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida
en la Asamblea Regional de .Murcia, y bajo la repre­
sentación procesal de la Procuradora de los Tribunales
señora Castro Rodríguez y bajo la asistencia letrada de
don Joaquín Dólera López, contra las Resoluciones de·
la Mesa del citado Parlamento autonómico"de 22 y 15
de marzo de 1994. poria que declaraba la inadmisión
a trámite de la proposición de Ley núm. 21. de reforma
de la Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local
de la Región de Murcia. Han intervenido el Ministerio
Fiscal y la Asamblea Regional de Murcia. representada
por el Letrado de la Cámara don Ginés Jorquera Mínguez.
Ha sido Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sen­
dra. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito. presentado ante este Tribunal el día
22 de junio de 1994. don José Luis Martínez Sánchez.
Diputado y Portavoz del Grupo Parlamentario de Izquier­
da Unida en la Asamblea Regional de Murcia, bajo la
representación procesal de la Procuradora señora Castro
RodrígUez. interpuso demanda de amparo constitucional
contra la Resolución de la Mesa de aquel Parlamento
territorial. de 15 de marzo de 1994, por la ql1e. decla­
rándose no haber lugar a la reconsideración interesada,
se confirmó un Acuerdo anterior del mismo órgano par­
lamentario, del día 22 de febrero del mismo año, por
el que se declaraba la inadmisión a trámite de la pro­
posición de Ley núm. 21 de reforma de la Ley 6/1988,
de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de
Murcia.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante­
cedentes de hecho:

a) El actor. en su condición de Portavoz del Grupo
Parlamentario de Izquierda Unida en la Asamblea Regio­
nal de Murcia. presentó. el día 22 de diciembre de 1993.
ante la Mesa de la Cámara. una proposición de Ley de
reforma de otra Ley autonómica que sería referenciada
bajo el núm. 21 y con el registro de Elntrada núm.
111-7.094.

b) En la sesión celebrada el día 22 de febrero de
1994. la Mesa de la Cámara acordó su inadmisión a
trámite. con apoyo en los siguientes extremos: i) intro-

ducir una nUElva Elntidad dEl caráctElr local cuyos órganos
de gobierno se separan del sistel!1a de elección. esta­
blecido en la Ley de Bases de Reglmen Local. 11) por
quebrantar la autonomía municipal y iii) por adolecer
de claras deficiencias desde el punto de vista de la téc­
nica legislativa.

c) Contra la anterior calificación de la Mesa y, sub­
siguiente declaración de inadmisión. interpuso el actor,
de acuerdo con lo previsto en el arto 31.3. del Reglamento
de la Cámara, recurso de reconsideración que sería
desestimado por la Mesa mediante razonamientos simi­
lares a los anteriormente expuestos y, señalándose ade­
más. que la inadmisión era proced.ente por ser la pr~
posición de Ley presentada manifiestamente mconstl­
tucional.

3. En su somera demanda de amparo aduce el dipu­
tado recurrente y Portavoz del Grupo Parlamentario pro­
motor de la mencionada proposición. que el Acuerdo
de inadmisión adoptado por la Mesa y. ulteriormente
confirmado al resolver el recurso de reconsideración.
supuso un impedimento ilegítimo de su derecho de repre­
sentación y participación en las tareas legislativas de
la Cámara contrario al art. 23.2 de la Constitución que.
.cuando de representantes políticos se trata, debe poner­
se en íntima conexión con el derecho de los ciudadanps
a participar en los asuntos públicos. que se reconoce
en el apartado primero del mismo articulo de la Cons-
titución. .

En efElCto, el texto de la iniciativa presentado ante
la Mesa de la Cámara cumplía con todos los requisitos
y formalidades exigidos por el arto 88 del RElglamento
parlamentario para su admisión a trámite y. sin embargo.
fue rechazado por la Mesa con apoyo en un pretendido
juicio acerca de la inconstitucionalidad de sus conte­
nidos. Tras rePatir la Resolución de la Mesa en punto
a cada uno de .los pretendidos motivos de inconstitu­
cionalidad de la proposición de Ley presentada. se razona
en la demanda de amparo que la Mesa de la Asamblea
Regional está facultada para efectuar un primer control
de carácter formal acerca de la legalidad de la propo­
sición pero no para juzgar la conveniencia u oportunidad
política de la iniciativa' o cualquiera de sus partes, pues
ello supondría trasladar a ésta facultades propias del
Pleno y que le son atribuidas por el propio Reglamento
de la Cámara.

. La inadmisión a trámite se adoptó con apoyo en moti­
vos no previstos en el Reglamento de la Cámara y
mediante un criterio arbitrario contrario al derecho fun­
damental de los parlamentarios proponentes a ejercer
sus funciones representativas en condiciones de igual­
dad con arreglo a lo dispuesto en el Reglamento de
la Cámara. que garantiza el art 23.2 de la CE en relación
con el arto 23.1. Por todo ello. se concluye interesando
que se conceda el amparo solicitado.

4. Por providencia de la Sección Segunda de 18
de julio de 1994 y, a tenor de lo dispuesto en el arto
50.3 LOTC, se acordó conceder al recurrente y al Minis­
terio Fiscal el plazo común de diez días para que for­
mulasen alegaciones en relación con la eventual carencia
de contenido constitucional de la demanda. A la vista
de los respectivos alegatos, por providencia de la misma
Sección. de 27 de octubre de 1994. se acordó la admi­
sión a trámite del asunto y. conforme a lo dispuesto
en el art 51 LOTC, requerir de la Asamblea Regional
de Murcia testimonio del correspondiente expediente,
interesándose. al propio tiempo, el emplazamiento de
cuantos hubiesen sido parte en aquél. para que en el
plazo de diez días compareciesen en este proceso cons­
titucional. si así lo estimasen para la defensa de sus
derechos o intereses.
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5. Mediante providencia de .la Sección Primera. de
19 de diciembre de 1994. se acordó tener por recibido
el testimonio del expediente parlamentario interesado.
y tener por personado y parte al Letrado Secretario Gene­
ral de la A6amblea de Murcia. don Ginés Jorquera Mín­
guez. que actúa en nombre y representación de la m1sma.
Igualmente. y según dispone el arto 52 LOTC. se ordenó
dar vista a las partes y al Ministerio Fiscal de las actua­
ciones del p1'esénte recurso para que. en el plazo común
de veinte días. formulasen las alegaciones que a su dere­
cho conviniesen.

6. Er recurrente registró su alegato el día 18 de
enero de 1995. interesando que se diesen por repro­
ducidos todos los argumentos previamente expuestos.
tanto en su escrito de demanda como en el de alega­
ciones presentado a resultas de la apertura del trámite
de admisibilidad del arto 50.3 LOTC. •

7. El 25 de enero de 1995. presentó el Ministerio
Fiscal su escrito de alegaciones. Tras una exposición
sucinta de los hechos y,del problema debatido. se analiza
detenidamente. con apoyo en la jurisprudencia consti­
tucional. la naturaleza de las funciones de admisión y
calificación de la Mesa de la Cámara. en punto al correcto
ejercicio de las mismas con relación al acuerdo dene­
gatorio efe la admisión de la proposición de Ley pre­
sentada por el grupo parlamentario del actor y objeto
de impugnación en este proceso. concluyéndose que
debe apreciarse la vulneración del derecho fundamental
del recurrente ex arto 23.2 C.E. e interesándose. por lo
tanto. que se otorgue el amparo solicitado.

8. El Letrado representante de la Asamblea Regional
de Murcia pr.esentó su escrito de alegaciones el día 10
de febrero de 1995. Previa exposición de los antece­
dentes fácticos der asunto. comienza su alegato seña­
lando que el recurrente sitúa la causa i'nmediata de la
lesión de su derecho fundamental en la infracción. por
las Resoluciones de la Mesa. del arto 88 del Reglamento
de la Cámara. en el que se establecen los requisitos
que han de reunir las proposiciones de Ley. presupo­
niendo que sólo cuando aquéllos se incumplan pueden
éstas ser inadmitidas por la Mesa. Sin embargo. en cri­
terio de esta representación. la mera'infraccióndel citado
arto 88 del Reglamento no comporta necesariamente
la vulneración de un deredlO fundamental (STC
118/1988). por lo que' sobre el actor pesaba la carga
de demostrar -lo que no hizo- la relevancia constitu­
cional de esa infracción reglamentaria. no siendo bas­
tante su mera denuncia para que su pretensión de ampa­
ro pueda ser estimada.

Pero. además. -se añade-. tampoco es correcta la
interpretación que se hace en la demanda acerca de
las competencias de la Mesa en cuanto a sus facultades
sobre la admisión de 'documentos de naturaleza parla­
mentaria. En efecto. del arto 31.3.° del Reglamento de
la Cámara se deduce con claridad que las facultades
de la Mesa no se limitan a ser las de un puro control
de estricta legitimidadfo.rmal. sino que. también. com­
prenden la posibilidad de realizar un control sobre el
contenido material de la proposición de Ley presentada.
En el caso presente. la Mesa de la Cámara rechazó la
proposición de Ley presentada por el recurrente con apo­
yo. justamente. en esa facultad que le confiere el arto
31.3.° del Reglamento para explorar y analizar el con­
tenido de la proposición de Ley registrada ante la Mesa
y. decidir. en consecuencia. sobre la competencia de
la Cámara respecto del objeto de iniciativa. La licitud
constitucional de este control material habría sido res­
paldada por el Tribunal Constitucional en las SSTC
161/1988 y 225/1993. aunque tampoco cabe ignorar
las matizaciones introducidas en otros pronunciamientos

más recientes como. por ejemplo. en la STC 95/1'994
en la que se declara que la «Mesa sólo podría acordar
la inadmisión cuando la contradicción a Derecho o la
inconstitucionalidad sean palmarias y evidentes».

A partir de estos presupuestos se analizan detalla­
damen,te los contenidos de la proposición de Ley recha­
zada por la Mesa de la Cámara. para concluir que. en
algunas de sus partes. se trataban cuestiones por com­
pleto ajenas a la competencia de la Asamblea de aquella
Comunidad Autónoma y que. además. eran manifIesta­
mente inconstitucionales. en atención al sistema de dis­
tribución de competencias diseñado por la Constitución
y el Estatuto de Autonomía de Murcia. en materia de
régimen local. así como lo dispuesto en la Ley 7/1985.
Reguladora de las Bases de Régimen Local. y en la Ley
Orgánica 5/1985. del Régimen Electoral General. Tras
el citado estudio. se concluye señalando que la propo­
sición presentada contenía partes manifiestamente con­
trarias a la Constitución y. en general. al bloque de la
constitucionalidad. por lo que la decisión de inadmisión
adoptada por la Mesa se ajusta a lo previsto en el arto
31.3.° del Reglamento de la Cámara y a la jurisprudencia
constitucional sobre esta particular cuestión. Conclusión.
además. que no queda desvirtuada -como pretende el
recurrente- mediante el argumento de que al ser aspec­
tos parciales de la proposición de Ley los únicos que
pudieran adolecer de cierta inconstitucionalidad. debiera
tramitarse igual al no afectar al texto en su conjunto.
puesto que tales defectos eran tan sustanciales que vicia­
ban a la proposición de Ley en su conjunto.

Con apoyo en todas las razones expuestas. el alegato
finaliza interesándose la desestimación del amparo pro­
movido de contrario.

9. Por providencia de 17 de julio de 1995. se fijó
para la deliberación y fallo de esta Sentencia el siguiente
día 18 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto deJa presente demanda de amparo con­
siste en determinar si el Acuerdo de la Mesa de la Asam­
blea Regional de Murcia que declaró la inadmisión a
trámite de una proposición de Ley promovida por el Gru­
po Parlamentario al que pertenece el Diputado recurren­
te. vulneró su derecho a ejercer su función parlamentaria
en condiciones de igualdad. con arreglo a lo dispuesto
en el Reglamento de la Cámara. ex arto 23.2 de la .
Constitución. ,

-A juicio del 'actor. y también del Ministerio Fiscal-se­
gún se deduce de su escrito de alegaciones- dicha vul­
neración habría efectivamente existido. puesto que la
proposición de Ley presentada ante la Mesa de la Cámara
cumplía con todos los requisitos reglamentariamente exi­
gidos para su presentación. acordándose. no obstante.
su inadmisión por la Mesa con apoyo en un juicio material
acerca de la eventual inconstitucionalidad de parte de
sus contenidos en relación con el bloque de la cons­
titucionalidad. Calificación jurídico-material para la que
carece de competencia. por circunscribirse sus 'faculta­
des de admisión a la de la mera verificación del cum­
plimiento de los requisitos formales. correspondiendo
exclusivamente al Pleno de la Cámara pronunciarse acer­
ca de la oportunidad de la iniciativa y de sus contenidos.
mediante el trámite de la toma en consideración o acto
similar.

Por su parte. el Letrado representante de la Asamblea
Regional de Murcia. tras señalar que no toda infracción
de Reglamento supone necesariamente la lesión de un
derecho fundamental. insiste en que las facultades de
la Mesa de la Cámara en punto a la admisión de docu­
mentos parlamentarios. no son meramente registrales
o de constatación formal. sino que. además. los son tam-
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bién ·de cali.ficación material. por lo que puede la Mesa
rechazar I!cltamente a9uellas IJroposiciones de Ley que
sean.manifiestamente Inconstitucionales o cuando par­
tes significativas de la misma adolezcan con toda evi­
dencia de ese mismo vicio de manifiesta inconstitucio­
nalidad.

2. Así centrados los términos del debate, y puesto
que no se cues~lona por nlngu~a de .Ias partes el ajuste
formal de la IniCIativa a las eXigencias reglamentarias
es necesario examinar lo dispuesto por el Reglament~
de la Asamblea Regional de Murcia respecto de las facul­
tades que ostenta la Mesa de la Cámara en punto a
la admisión a trámite ~e escritos'y documentos parla­
mentarios. En este. sentido. en su arto 31.3.° se dispone
que la Mesa «decide sobre la calificación, la admisión
o no a trámite y la remisión al órgano que corresponde,
de cuantos escritos y documentos de índole parlamen­
taria tengan entrada en la Cámara». añadiéndose acto

'seguido. que. «como tal control de estricta legitimidad
formal. la adm.isiÓn a trámite se limita a verificar que
el acto o escrito en cuestión. cumple las condiciones
reglamentarias». salvo en supuestos de iniciativas rei­
terantes o «de temas cuyo tenor suscite dudas sobre
la competencia de la Asamblea para conocer de ellos»
en cuyo caso la Mesa. oída la Junta de Portavoces deci:
dirá sobre su calificación y admisión o no a trámite.

Es claro. pues. que la Mesa de la Asamblea Regional
ostenta facultades de calificación y admisión de los docu­
mentos presentados ante la Cámara y que ese control.
caracterizado por ~I art. 31.3.° del Reglamento como
«de estricta legitimidad formah>, se circunscribe a veri­
ficar que el escrito en cuestión reúna los requisitos regla­
mentariamente exigidos. Cierto es, sin embargo. que en
ocasIones la constatación por la Mesa del cumplimiento
de .Ios r':l9U1sltos reglamehtarlos reqUiere de una previa
cal.lflcaclon del documento presentado. para lo que resul­
ta Imprescrndlble el examen material de sus contenidos
Así, como·se declaró en la STC 95/1994 (fundamentó
jurídico 4.°), el hecho de que las preguntas y las inter­
pelaCiones sean rnstrumentos de control parlamentario
que se diferencian entre sí por su contenido explica que
corresponda a la Mesa determrnar su calificación en cada
caso; la cual sólo puede llevarse a cabo analizando su
contenido material. por ser éste determinante. Otro tanto
puede decirse respecto de otros actos parlamentarios
e. rncluso. del examen por la Mesa de iniciativas legis­
lativas extraparlamentarias cuyos promotores han de
cumplir con una seri.e de exigencias legales previas que
condicionan la IdoneIdad de su admisión (STC 76/1994).
No ~curre. SIO embargo•. lo mismo respecto de las pro­
posIcIones de Ley de origen parlamentario. en relación
con las cuales. y por las razones que a continuación
se expondrán. la Mesa debe limitarse. en· su función
de admisión .Y calificación. a constatar el cumplimiento
de los reqUisitos formales reglamentariamente exigidos.
absteniéndose de cualquier otra consideración acerca
de sus contenidos.

3. Las proposiciones de Ley promovidas por los Gru­
pos Parlamentarios no sólo son una forma ~sin duda
la más señ~lada y expresiva- de participación de lo~
parlamentarios en la potestad legislativa de las Cámaras
parlamentarias. Son también un cauce instrumental al
servicio de la función representativa característica de
todo Parlamento. operando como un instrumento eficaz
en manos de los distintos grupos políticos que integran
':11 Pleno de la Cámara. y que les permite obligar a que
este se pronuncie acerca de la oportunidad de la ini­
Ciativa presentada, forzando a las distintas fuerzas polí­
tlco-parlamentarias a manifestar públicamente su pos­
tura y las razones políticas o de otra índole (incluida
la eventual rnconstltuclonalldad de la misma). por las

qu~ han de<:idido apoyar o rechazar la propuesta legis­
lativa sometida a su c·onsideración.

Con independencia. pues. de que la inicia'tiva prospere
ante el Pleno y llegue a ser un primer texto de trabajo
para la ~laboración de la futura Ley, su solo,debate en
el plenariO cumple la muy importante función de permitir
a los ciudadanos representados tener conocimiento de
lo que sus representantes piensan sobre una determi­
nada materia. así como sobre la oportunidad o no de
su regulación legal. y.extraer sus propias conclusiones
acerca de como aquéllos asumen o se separan de lo
manifestado en sus respectivos programas electorales.

De esta doble naturaleza de las proposiciones de Ley
de origen parlamentario. como instrumento pMa poner
en, movimiento el procedimiento legislativo, pero, tam­
bIen,. como vía adecuada para forzar el debate político
y obligar a que los distintos grupos políticos tengan que
tomar explll!so partido sobre la oportunidad de regular
medla,nte Ley una determinada materia -decisión que•.
ademas. es de la exclusiva competencia del Pleno de
la Cámara (art. 94 del Reglamentof-, se deriva la exi­
gencIa. de que la Mesa, en tanto que órgano de admi­
nistración y gobierno interior. limite sus facultades de
calificación y admisión de las mismas al exclusivo exa­
men del cumplimiento de los requisitos formales regla­
ment~riamente exigidos. pues. de lo contrariQ, no sólo
estarla asumIendo baJO un pretendido juicio técnico una
decisión política que sólo al Pleno corresponde. sino que.
además, y desde-la óptica de la representación demo­
crática. estaría obstaculizando la posibilidad de que se
celebre un debate público entre las distintas fuerzas polí­
ticas con representación parlamentaria, cuyo efecto
reJlresentatlvo ante los electores se cumple con su mera
eXistencia, al margen. claro está. de que la iniciativa.
en su caso, prospere. -

Por esta razón. la indebida inadmisión a trámite de
una proposición de Ley.no es. como pretende el Letrado
de la Asamblea Regional de Murcia, una mera infracción
del Reglamento. constitucionalmente irrelevante. Antes
bien. esa denegación injustificada afecta al núcleo mismo
de .la representación. pues al impedirse a los parlamen­
tarios .proponentes el lícito ej\lrcicio de su derecho de
IniCiativa como parte de su ius inofficium (SSTC
181/1989 y 205/1990. entre otras) y con vulneración,
por tanto. del arto ~3.2 de la Constitución. también se
vulnera el derecho de l~ ciudadanos a verse represen­
tados y a participar indirectamente en los asuntos públi­
cos (ex arto 23.1 C.E.). mediante el conocimiento de la
opinión política de sus representantes sobre la materia
objeto de iniciativa y la conveniencia de su regulación
legal. aunque aquella opinión sólo llegue a expresarse
rndlrectamente mediante el voto afirmativo o negativo
a una enmienda de «no ha lugar a delibera!"» (art. 96.1
del Reglamento). '

4. Tampoco puede considerarse, como pretende el
representante de la Asamblea Regional de Murcia con
apoyo en la motivación del Acuerdo impugnado que
la inadmisión de la iniciativa encontrase causa justifi­
cativa en el propiO arto 31.3.° del Reglamento de la Cáma­
ra, .que faculta a .Ia Mesa para la calificación jurídico-ma­
ter~al del contenIdo de aquellos escritos que se refieran
a «temas cuyo tenor suscite dudas sobre la competencia
de la Asamblea para conocer de ellos».

En primer lugar. porque «competencia de la Asam­
blea» es un. concepto que no puede identificarse con
el de las competencias legislativas que constitucional
y estatutariamente puedan corresponder a la Comunidad
Autónoma. como, sin embargo. se argumenta. En efecto.
la Mesa•. en tanto q~e órgano de administración y gobier,
no rnterlor de la Camara, puede conocer del contenido
de un documento presentado ante la Asamblea para
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determinar si lo en él interesado es de su «competencia..
o si. por el contrario. lo es de la de otro órgano cons­
titucional, autonómico o administrativo. acordando, en
su caso. su inadmisión. Pero. en modo alguno, puede
deducirse de ello que la Mesa esté reglamentariamente
habilitada para realizar un juicio de inconstitucionalidad
acerca de si una proposición de ley promovida por un
Grupo Parlamentario puede exceder o no el ámbito de
las «competencias legislativas.. de las CC.AA.

Y, en segundo lugar. porque aun en la hipótesis de
que la proposición de ley recayese sobre una materia
respecto de la cual aquella Comunidad Autónoma care­
ciese de competencia. correspondería al Pleno de la
Cámara rechazarla por esa u'otra razón o. por el contrario,
decidir, pese a ello, su toma en consideración y depurarla
de eventuales vicios de inconstitucionalidad a lo largo
de las distintas fases que integran el procedimiento legis­
lativo. Más aún: para el caso de que la proposición de
ley eventualmente inconstitucional alcanzase la forma
definitiva de ley y perdurasen esos eventuales vicios
de inconstitucionalidad. sólo a este Tribunal Constitu­
cional. cuando los sujetos legalmente legitimados para
ello así lo demandasen, correspondería pronunciarse
sobre la constitucionalidad o no de esa futura ley. Razón
que explica, por qué en este proceso constitucional des­
tinado a la protección de los derechos fundamentales.
nada .debe decir este Tribunal sobre el debate suscitado
entre fas partes en torno a la supuesta inconstitucio­
nalidad de la proposición de ley presentada, en su
conexión con el denominado bloque de la constitucio­
nalidad y las competencias que ostenta aquella Comu­
nidad Autónoma en materia de régimen local. lo con­
trario, supondría tanto como convertir al recurso de
amparo constitucional en un indirecto cauce a través
del cual reimplantar una suerte de recurso previo de
inconstitucionalidad contra lo que no es más que un
incipiente documento de trabajo para. en su caso, la
hipotética elaboración de una ley.

Precisamente por ello. y habiéndose constatado que
la Mesa de la Cámara inadmitió la referida proposición
de ley, mediante un pretendido juiéio de constitucio­
nalidad acerca de sus contenidos. cuando la misma cum­
plía con todas las formalidades reglamentariamente esta­
blecidas. la presente demanda de amparo debe ser esti­
mada. Con tal proceder. la Mesa extralimitó sus fun­
ciones reglamentarias de calificación y admisión a trá­
mite de documentos parlamentarios que. cuando de pro­
posiciones de ley de origen parlamentario se trata. se
circunscriben exclusivamente. y por la naturaleza de
éstas. a la mera comprobación del cumplimiento de
aquellas exigencias formales. los Acuerdos impugnados
exceden lo que es propio de un control de constatación
formal para justificar la inadmisión de la proposición de
ley en razones de contenido. impidiendo así. al parla­
mentario recurrente, y a los demás miembros del Grupo
Parlamentario proponente de la iniciativa. el ejercicio de
sus derechos parlamentarios con arreglo a lo dispuesto
en el Reglamento de la Cámara, por lo que debemos
declarar que se ha vulnerado el derecho fundamental
que les reconoce el art. 23.2 de la Constitución. en rela­
ción con el apartado primero de ese mismo artículo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
José Luis Martínez Sánchez. Diputado y Portavoz del
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida en la Asamblea

Regional de Murcia y, en su consecuencia. declarar la
nulidad de los Acuerdos de la Mesa de aquella Asamblea.
de 22 de febrero y 15 de marzo de 1994. por los que
se declara la inadmisión a trámite de la proposición de
ley núm. 21 de Reforma de la ley 6/1988, de 25 de
Agosto, de Régimen local de la Región de Murcia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a dieciocho de julio de mil nove­
cientOs noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez deParga y Cabrera.-Ja­
vier Delg.ado Barrio.-Firmados y rubricados.

19933 Pleno. Sentencia 125/1995. de 24 de julío
de 1995. Cuestión de inconstitucionalídad
3.033/1995. En relación con los arts. 115.3
y 188. 1 de la Ley de Procedimiento Laboral
(Texto Articulado aprobado mediante Real
Decreto Legislativo 521/1990. de 27 de
abril). Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don José
Gabaldón lópez. don Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral. don Vicente Gimeno Sendra. don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Pedro Cruz Villalón, don Caries Viver Pi-Sunyer,
don Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Francisco Javier Delgado Barrio y don
Tomás S. Vives Antón, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
.

En la cuestión de inconstitucionalidad 3.033/93. pro­
movida por la Sala de lo Social del T.S.J. de Andalucía
(sede en Granada) sobre los arts. 115.3 y 188.1 de la
ley. de Procedimiento laboral (Texto Articulado apro­
bado mediante Real Decreto legislativo 521/1990, de
27 de abril). Han sido. partes la Fiscalía General y la
Abogacía del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don
Tomás S. Vives Antón. quien expresa el parecer del
Tribunal.

l. Antecedentes

1. El 18 de octubre de 1993 tuvo entrada en el
Registro de este Tribunal un escrito del Presidente 'de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía. con sede en Granada. al que se acom­
pañaba. junto al testimonio del correspondiente proce­
dimiento, el Auto de la referida Sala, de 29 de julio ante­
rior, en el que se acordaba plantear cuestión de incons­
titucionalidad en relación con el art. 115.3 de la ley
de Procedimiento laboral (Texto Articulado aprobado
mediante Real Decreto legislativo 521/1990. de 27 de
abril).

la cuestión trae causa del recurso de suplicación
anunciado por la entidad «Emasagra,$. A. .. frente a Sen­
tencia del Juez de lo Social núm. 1 de Granada que,
estimando en parte la demanda formulada por el tra­
bajador de la citada Empresa don Juan Fernández Rome-


